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      Dividiremos el capítulo en tres partes en consideración a las transformaciones que advertimos para cada uno de esos periodos, especialmente el plano político, pero también como efectos de los cambios sociales que tuvo el país. El periodo que va desde 1880 hasta 1891 se inserta, por la historiografía nacional, dentro de uno más amplio, que se caracteriza por el régimen portaliano que surgió con la Constitución de 1833. Este régimen se identificó por el autoritarismo presidencial apoyado en una aristocracia terrateniente de raíces coloniales que, según Góngora, se sujetaba al gobierno por su propio interés en el orden público. Sin embargo, la evolución social que experimentó esta aristocracia a través del tiempo se evidenció de forma pronunciada luego de la Guerra del Pacífico, cuando se hace más nítida la presencia de otros sectores plutocráticos procedentes del desarrollo de la minería, el comercio, la industria y las finanzas. Se trata de los efectos de la transformación capitalista del medio, que repercutió en los diversos grupos que surgieron del desarrollo económico experimentado por el país y que comenzaron a mostrar interés por participar de una forma más activa en los asuntos públicos. Efectivamente, el periodo que transcurre entre la Guerra del Pacífico y la guerra civil de 1891 marcó un periodo de quiebre del régimen portaliano para dar paso al parlamentarismo.




      La segunda parte corresponde al periodo parlamentario que, aunque en estricto rigor llega hasta 1924, lo hemos acotado hasta 1920, ya que nos parece relevante la aparición de Arturo Alessandri como figura que anuncia un cambio importante en el escenario político, en cuanto a la representación de la emergencia de un nuevo sector social como actor decisivo en la política nacional. Este periodo, que transcurre en 30 años, es considerado estéril por muchos historiadores. Sin embargo, por otros estudiosos es apreciado como un periodo de aprendizaje que posibilitó un apropiado tránsito a la democracia, que constituyó una etapa de ejercicio del poder por la oligarquía, pero que, al mismo tiempo, creó un ambiente de fortalecimiento tanto de las organizaciones obreras como de los sectores medios. Éstos, posteriormente, dinamizaron la estructura del sistema de partidos que emergió a partir de la década de 1930, cuyas bases representativas fueron las que sostuvieron el sistema democrático durante cuarenta años. El carácter estático que manifestó el sistema durante el parlamentarismo fue la expresión rezagada de la evolución política, en discordancia con el proceso social de mayor madurez, que tuvo que esperar incluso al paso de una experiencia militar para poder consolidarse. En todo caso, queda en evidencia una cierta monotonía de este periodo, en cuanto a que su extensión cronológica de 30 años, temáticamente, se equipara tanto a los 10 años precedentes como a los que vienen a continuación.




      La última parte corresponde al periodo comprendido entre 1920 y 1930, que caracterizamos por la emergencia de la clase media, expresada en la aparición de Arturo Alessandri en el escenario político. Su estilo rompió con el prototipo del gobernante oligárquico y significó la incorporación más activa al ámbito político de nuevos sectores sociales que lo apoyaron con fuerza en su campaña electoral, pero que luego, ante la frustración de no ver plasmadas sus aspiraciones, recurrieron a los militares en procura de los cambios esperados. La participación de los militares de forma institucional es, en gran medida, la expresión de un movimiento mesocrático que testimonia los cambios internos que afectaron a las fuerzas armadas —en especial al ejército— como consecuencia de la masiva incorporación de nuevos sectores sociales que fueron superando a los primitivos grupos dependientes de la oligarquía tradicional. Durante esta etapa se generó la Constitución de 1925, que significó una positiva reforma del Estado.




      Este último periodo de diez años transcurre desde el gobierno de Alessandri, que termina de forma muy accidentada su periodo, hasta la dictadura de Ibáñez, quien sucumbe ante la crisis económica de fines de la década luego de poner en práctica los mecanismos de control y persecución de un régimen autoritario, lo que advirtió a los políticos de los peligros que entrañaban tales alternativas.




       




       




      Periodo de entreguerras (1880-1891)




       




      Podemos considerar la década de 1880 como la transición entre el sistema presidencialista, identificado con el autoritarismo portaliano, y el parlamentarismo a la chilena —que se caracterizó básicamente por las fuertes atribuciones que poseía el Parlamento y que entrababan la gestión presidencial—, que nada tenía que ver con el sistema político parlamentario propiamente dicho, como el existente en Inglaterra, en donde se podía disolver el Congreso, cosa que no era posible en Chile. Efectivamente, las disputas entre el Parlamento y el Ejecutivo y los progresos logrados por las Cámaras de Representantes en su beneficio evidencian la evolución del sistema que terminó con la guerra civil de 1891 y que se tradujo en el triunfo del «parlamentarismo».




      El periodo presidencial de Domingo Santa María (1881-1886) debió enfrentar, conjuntamente con la guerra contra Perú y Bolivia, serias disputas que surgieron como consecuencia de las fuertes presiones partidarias por incrementar su poder en el escenario político y de los conflictos por las denominadas «cuestiones teológicas» que enfrentaban al Partido Conservador, defensor de la participación de la Iglesia católica, con diversos grupos liberales que propugnaban un Estado laico con prescindencia de las instituciones religiosas.




      Terminada la Guerra del Pacífico, el frente bélico se desplazó hacia el sur, en donde se había mantenido una situación conflictiva permanente con el pueblo mapuche, sin que se lograra imponer el Estado chileno en el control de los territorios ocupados por los indígenas. En 1880 se produjeron importantes incursiones mapuches a pueblos como Traiguén y Vega Larga que, para 1881, cuando las tropas chilenas establecieron una cadena de fuertes, se incrementaron. Una división de 1.746 hombres en armas a cargo del propio ministro del Interior, Manuel Recabarren y Aguirre, junto al comandante Manuel Ruminot, jefe del Estado Mayor, fueron los encargados de iniciar esta campaña de sometimiento indígena conocida como «pacificación de la Araucanía», desde la ciudad de Angol. La cadena de fuertes-ciudades fue construida al paso de la expedición. La presencia mapuche dominaba un extenso territorio comprendido entre los ríos Biobío y Toltén, que separaban el Chile central con la región sur, que había sido colonizada por alemanes. Se trataba de una zona rica por sus posibilidades tanto agrícolas como también forestales. El diario El Mercurio de Valparaíso se refería a la presencia indígena sosteniendo que «eran universalmente reconocidos los beneficios que nos traería arrancar del mapa de Chile ese odioso parche que desde la organización de la república ha venido afeándola con mengua, no sólo de intereses materiales de gran valía, mas también con detrimento del prestigio moral de la soberanía del Estado». Paralelamente a lo que se hacía en Chile, al otro lado de la cordillera, el ejército argentino, al mando del general Julio A. Roca, había realizado una similar misión de sometimiento. La huida de parte importante de los indígenas desde Argentina fortaleció y estimuló las acciones mapuches en Chile.




      Correspondió al coronel Gregorio Urrutia, al mando del ejército de la frontera a partir de marzo de 1881, poner término al control de la situación. Además de los enfrentamientos con los indígenas, los soldados tuvieron que efectuar trabajos de obras públicas como abrir caminos, construir puentes, instalar cables telegráficos, etcétera. El precio pagado por los indígenas fue muy alto. Centenares murieron y quedaron sometidos al Estado chileno en calidad de campesinos minifundistas. De ahí que uno de los propios indígenas, Lorenzo Colimán, afirmara que: «Lo que hemos conseguido con la civilización que dicen que nos han dado es vivir apretados como el trigo en un costal».




      Para la década de 1880 la estructura de la clase dirigente había sufrido transformaciones importantes, en relación a la que apoyó al régimen establecido por Portales. A los hacendados provenientes de la estructura económica colonial se agregaron mineros del cobre, de la plata y del salitre, como también agricultores modernos como Josué Waddington. Otra vertiente social relevante la conformaron descendientes de extranjeros, cuyos apellidos han pasado a constituir parte importante de la historia política nacional (Mac-Iver, Walker Blest, Mackenna, etcétera). Esta modificación necesariamente debía reflejarse en cambios de mentalidad y de posicionamiento político en virtud de su mayor poder económico que, por cierto, era un aspecto importante dadas las características del medio político en donde las campañas se decidían fundamentalmente con recursos monetarios.




      La evolución y transformación de la aristocracia se expresó de diversas formas. Durante la década de 1870, de acuerdo a la percepción de Gonzalo Vial, se habría producido una crisis de la unidad nacional, que se manifestó específicamente en el comportamiento de un sector de la aristocracia santiaguina frente a la religión católica. A partir de 1825, surge una «generación incrédula», que se identificó con una posición de rechazo o al menos de crítica frente al papel de la Iglesia católica. La enseñanza y las prácticas religiosas se habían transformado en una simple rutina expresada en prédicas monótonas y sin mucho contenido. Por otro lado, la intervención de la Iglesia en el escenario político con posturas consideradas retrógradas contribuyó a que el distanciamiento fuera más explícito. Igualmente, las influencias recogidas de Europa, especialmente en Francia, estimulaban una vida sin trabas y con todas las licencias a fin de disfrutar al máximo. A ello se agregaba, además, el respeto al desarrollo científico y filosófico que se identificaba con posturas liberales y críticas frente a la Iglesia.




      El planteamiento de Domingo Santa María era muy elocuente en cuanto a los fundamentos que esgrimía para discrepar de la Iglesia y que, por lo demás, representaban a un amplio sector dirigente. Al respecto, el mandatario escribió en 1885:




       




      He combatido a la Iglesia, y más que a la Iglesia a la secta conservadora, porque ella representa en Chile lo mismo que el partido de los beatos y pechoños, la rémora más considerable para el progreso moral del país. Ellos tienen la riqueza, la jerarquía social y son enemigos de la cultura. La reclaman pero la dan alentando a las conciencias en el sentido de la servidumbre espiritual y de las almas. Sin escrúpulos de ninguna clase, han lanzado a la Iglesia a la batalla para convertir una cuestión moral, una cuestión de orden administrativo, una cuestión de orden político, en una cuestión de orden religioso.




       




      Para Alberto Edwards, sin embargo, el presidente Santa María era un genuino representante de las tradiciones sociales y políticas del viejo Chile. Su culto a la autoridad y el sentimiento aristocrático constituían la armazón de su carácter, sin que por ello careciera de la habilidad y capacidad para adaptarse a los cambios de los tiempos. Pudo enfrentar un periodo de transición sin mayores sobresaltos ayudado sin duda por el hecho de dirigir a un país victorioso y próspero, que permitió al Estado contar con ingentes recursos, lo cual impactó directamente en la estructura de las fuerzas políticas existentes. Su fuerte autoritarismo, que justificaba el intervencionismo electoral como un mecanismo de necesario control del Congreso, se manifestó muy pronto en la elección parlamentaria que se produjo a los pocos meses de obtener la primera magistratura (marzo de 1882).




      Santa María, que asumió como presidente de la República en septiembre de 1881, enfrentó de inmediato el conflicto pendiente, creado con el nombramiento de Francisco de Paula Taforó en reemplazo del fallecido arzobispo Valdivieso en 1878, por cuanto, debido a las presiones del Partido Conservador, la Santa Sede no se pronunció enseguida en cuanto a la ratificación de la decisión presidencial. Recién, a fines del año 1882, lo hizo y rechazó el nombramiento por consejo del delegado apostólico monseñor Celestino del Frate, quien había sido enviado por el papa León XIII para que analizara la situación in situ. Tal determinación papal provocó la ruptura de las relaciones diplomáticas con el Vaticano y el inmediato abandono del país por parte del delegado apostólico. Aunque este tema no fue solucionado sino durante el gobierno de Balmaceda, con el nombramiento de Mariano Casanova, Santa María buscó mecanismos para no romper del todo los vínculos con la Santa Sede y pensando, al parecer, en las ventajas políticas que aún conservaba la subsistencia del patronato mantuvo relaciones confidenciales con Roma.




      La coyuntura presentada estimuló a los liberales a adoptar medidas concretas en procura del laicismo perseguido. Es por esto por lo que en agosto de 1883 se legalizaron los cementerios públicos, lo que marginó a la Iglesia católica del control de éstos y provocó reacciones tragicómicas entre algunos sectores religiosos, como llevar de forma secreta cadáveres a las iglesias y llenar los ataúdes que iban al cementerio con piedras. Otra de las reacciones que acarreó la Ley de Cementerios Laicos fue que algunas personas, inducidas por el clero, trasladaron a sus deudos desde el Cementerio General a las iglesias, lo que determinó que se decretara el 24 de julio de 1884 la suspensión de exhumaciones, en tanto la Facultad de Medicina señalaba las medidas que debían adoptarse y las reglas a las que debían adaptarse tales acciones. La Iglesia reaccionó suspendiendo el ejercicio del culto en la capilla de los cementerios estatales y prohibiendo a los párrocos otorgar pases para los cementerios no católicos y la sepultura de cadáveres con el rito y preces de la Iglesia católica. Sólo en 1890 se zanjó este entredicho cuando se autorizó, por decreto fechado el 20 de julio, la celebración de misas y demás ceremonias católicas en el Cementerio General de Santiago. El 24 de ese mes se dijo la primera misa por el presbítero Juan Achurra.




      Un paso siguiente fue establecer el matrimonio civil mediante la ley del 16 de enero de 1884, con la cual se validó legalmente sólo el matrimonio civil, aunque se dejaba libertad a los cónyuges para casarse según los requisitos establecidos por la religión a la que pertenecieren. Luego se legisló, en agosto de ese año, el registro de nacimientos, matrimonios y defunciones en un organismo estatal. Surgió así la institución del Registro Civil.




      No fue fácil que la sociedad acatara de inmediato las disposiciones gubernamentales, y así quedó reflejado en las estadísticas por cuanto se perciben evidentes distorsiones en los registros luego de dictadas las nuevas leyes. Los matrimonios registrados en las iglesias fueron de 17.259 y 17.873 para los años de 1883 y 1884 y para los sucesivos de 1885, 1886 y 1887 fueron 5.120, 5.985 y 6.998 respectivamente, lo que deja en evidencia la disminución que se produjo, y que obviamente no fue consecuencia de una disminución de los vínculos matrimoniales. Un impacto directo en la sociedad de este incumplimiento legal se produjo en el incremento de los hijos ilegítimos, ya que a los hijos que no nacieron de padres que realizaron su matrimonio civil no se les reconoció su legitimidad. Igualmente, se produjeron irregularidades, como la realización de matrimonios religiosos múltiples, cuyas consecuencias sólo eran de carácter moral por cuanto quedaban desde el punto de vista legal en la absoluta impunidad. Cabe señalar que para comienzos del siglo XX la ilegitimidad era aproximadamente del 40 por ciento.




      Luego de estas reformas, los sectores liberales intentaron avanzar en procura de una definitiva separación de la Iglesia y el Estado; sin embargo, el propio presidente Santa María frenó los impulsos, sosteniendo que no era conveniente comprometer los avances logrados, y propuso, en cambio, estrategias moderadas y respetuosas del derecho, que evitaban posturas extremas que pudieran amenazar los logros alcanzados.




      Entre los enemigos responsables de las reformas, la Iglesia identificaba a la masonería. En referencia a esta institución, León XIII expidió una encíclica el 20 de abril de 1884 que condenaba su gestión y recomendaba a los católicos abstenerse de leer periódicos irreligiosos y de tratar a personas sin religión. En Chile, el vicario capitular de Santiago recogió la demanda papal y, a través de un edicto fechado en octubre, comentó y amplió la encíclica en función del conflicto que en ese momento se vivía en el país. Hacía notar la influencia de la masonería en las instituciones públicas, su capacidad propagandística y su nefasta posición de separar la Iglesia del Estado.




      La gestión de Santa María no obtuvo el reconocimiento correspondiente a los logros obtenidos. Sin embargo, es importante rescatar que tanto la conducción que le dio al último periodo bélico como el orden financiero que logró al final de su mandato constituyen logros relevantes que posicionaron al país en un lugar destacado dentro del contexto americano. Primó en las críticas de la época la relevancia que se le dio a sus defectos y limitaciones, como fue el caso de su acentuado autoritarismo. Esta característica que antaño fue virtud, entonces la élite política, que ya estaba enfocada en un proceso irreversible por concentrar el poder en el Parlamento, la sintió en la extrema dureza de sus juicios y la falta de gratitud hacia hombres y partidos a quienes no siempre trató con deferencia. Otro de los cargos que se le imputaron fue su ilimitado intervencionismo en las elecciones. En 1882 y 1885 logró construir un Parlamento acorde a su posición; sometió a su arbitrio a la mayoría y atacó a sus adversarios sin mayores miramientos. Similar actitud aplicó en la elección presidencial al imponer a Balmaceda y lograr el retiro del candidato opositor, José Francisco Vergara.




      Para Santa María tales características eran necesarias a fin de lograr una buena gestión. Por ello, él mismo se reconocía como interventor y lo justificaba por la necesidad de contar con un Parlamento eficiente, disciplinado y colaborador en los objetivos de bien público del gobierno. Igualmente, frente al autoritarismo, afirmaba que el ejercicio del poder debía contar con una voluntad fuerte, directora y creadora del orden y de los deberes ciudadanos por cuanto la ciudadanía era inconsciente y «es necesario dirigirla a palos».




      Cuando en 1886 José Manuel Balmaceda asume la presidencia, las condiciones del país en lo económico eran muy promisorias en virtud de los ingentes recursos que el Estado estaba recibiendo de forma creciente como consecuencia de la tributación obtenida por las exportaciones salitreras. Si se agrega la experiencia y la capacidad política de Balmaceda, se podía suponer un periodo presidencial de desarrollo económico y de estabilidad política. Sin embargo, las transformaciones sociales e ideológicas habrían de modificar de modo sustantivo el escenario político pese a los importantes logros que se alcanzaron en el plano material, especialmente reflejado en las obras públicas.





OEBPS/Styles/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  





OEBPS/Images/cubierta_fmt.jpeg
AMERICA LATINA
EN LA HISTORIA
CONTEMPORANEA

La vida politica

Chile
1880/1930
Baldomero Estrada Turra

taurus

FUNDACIONMAPFRE TJ“:





OEBPS/Images/portadilla_fmt.jpeg
AMERICA LATINA
EN LA HISTORIA
CONTEMPORANEA

La vida politica

Chile
1880/1930
Baldomero Estrada Turra

taurus

FUNDACIONMAPFRE





